
Santiago, siete de marzo de dos mil dieciocho. 

VISTOS:

En estos autos Rol N  79.123-2016 de esta Corte Suprema, sobreº  

acci n  en  defensa  del  inter s  difuso  de  los  consumidores,  caratuladosó é  

Servicio Nacional del Consumidor con Ticket F cil S.A. , seguidos ante“ á ”  

el Trig simo Juzgado Civil de Santiago bajo el Rol N  35.419-2011, laé °  

parte demandante dedujo recurso de casaci n en el fondo en contra de laó  

sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago con fecha seis 

de septiembre de dos mil diecis is, escrita a fojas 628, confirmatoria delé  

fallo  de  primer  grado  de  catorce  de  septiembre  de  dos  mil  quince, 

agregado a fojas 473 y siguientes, que acogi  la demanda; conden  a laó ó  

demandada al  pago de  una multa  a  beneficio  fiscal  equivalente  a  50 

Unidades Tributarias Mensuales por infracci n, durante el a o 2011, aló ñ  

art culo  16  letras  a),  e)  y  g)  de  la  Ley  N  19.496;  declar  nulas  lasí ° ó  

cl usulas  cuarta,  quinta  y s ptima contenidas  en la  p gina web de laá é á  

empresa demandada; declar  nulas las cl usulas tercera, cuarta, quinta,ó á  

sexta y s ptima contenidas en los tickets de entrada de la empresa Ticketé  

F cil S.A.; orden  la cesaci n de todos aquellos actos que se ejecutan coná ó ó  

ocasi n  de  las  cl usulas  declaradas  nulas;  y  rechaz  la  solicitud  deó á ó  

indemnizaci n de perjuicios en favor de los consumidores, con costas. ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que  en  el  recurso  de  casaci n  en  el  fondo  eló  

recurrente estima vulnerados los art culos 50 A inciso final en relaci n aí ó  

los art culos 17, 16 letras a), e) y g), 24, 53 A y 53 C, todos de la Ley Ní ° 

19.496, sobre Protecci n de los Derechos de los Consumidores.ó

El  primer  cap tulo  del  arbitrio  se  refiere  a  la  falta  deí  

pronunciamiento  de  los  jueces  del  fondo  respecto  de  la  infracci n  aló  

art culo 17 de la Ley N  19.496, en cuanto se declararon incompetentesí °  

para  conocer  de  dicha  contravenci n  por  estimar  que  ello  era  deó  
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competencia de los Juzgados de Polic a Local. Se reclama que a simpleí  

vista es posible advertir que el tama o de la letra de los tickets es inferiorñ  

al  exigido por la ley,  de manera que pretender centrar y restringir el 

procedimiento para conocer  solo de las infracciones relativas al art culoí  

16  de  la  referida  ley,  constituir a  una  decisi n  contraria  al  cuerpoí ó  

normativo antes indicado, dado que el t tulo IV, a prop sito del inter sí ó é  

colectivo  o  difuso,  faculta  al  Sernac  para  interponer  las  acciones 

destinadas a anular cl usulas abusivas. Por lo tanto, la justicia ordinaria sá í 

es competente para conocer de esta pretensi n.ó

A  continuaci n,  expone  el  recurrente  que  el  fallo  impugnadoó  

incurri  en  un  segundo  error  de  derecho  al  no  declarar  nulasó  

determinadas cl usulas del contrato. Con relaci n a la cl usula 2 , explicaá ó á °  

que la  demandada,  al  incorporar  la  frase  en que hace responsable  al 

organizador del evento, establece en su favor una eximente obviando la 

responsabilidad que le cabe en su calidad de intermediaria. Afirma que al 

vender las entradas, ante el consumidor tiene el deber de responder por 

cualquier  incumplimiento  e  indemnizar  los  da os,  sin  perjuicio  de  suñ  

derecho de repetir en contra del prestador del servicio. 

En  cuanto  a  la  cl usula  8 ,  reclama  que  de  su  redacci n  seá ° ó  

desprende una transgresi n a  los art culos 19 N  4 de la Constituci nó í ° ó  

Pol tica y 85 del C digo Procesal Penal, en la medida que ella permite aí ó  

terceros efectuar una revisi n previa de los asistentes a un evento, lo queó  

s lo puede realizarse en la medida que se re nan las condiciones queó ú  

establece la propia Carta Fundamental. M s a n, expone que el  controlá ú  

de  identidad,  diligencia  que  permite  el  registro,  debe  ser  efectuada 

nicamente  por  la  autoridad  policial  siempre  y  cuando concurran  losú  

presupuestos para ello.

Por  ltimo,  se ala  que  se  ha  incurrido  en  un  tercer  error  deú ñ  

derecho al no aplicar una multa por cada infracci n, argumentando queó  

el  razonamiento  de  los  sentenciadores,  al  considerar  que  aquello 
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implicar a sancionar m s de una vez por un mismo hecho, contraviene elí á  

texto  expreso  de  la  ley,  la  que  estableci  una  sanci n  por  cadaó ó  

contravenci n.ó

SEGUNDO: Que la sentencia impugnada en el recurso acogió 

parcialmente la demanda interpuesta por Juan Antonio Peribonio Poduje, 

Director Nacional del Servicio Nacional del  Consumidor, en defensa del 

inter s difuso de los consumidores, en contra de Ticket F cil S.A., en sué á  

calidad  de  empresa  de servicio  de  venta  de  entradas,  por  faltar  a  la 

normativa  de  equidad  en  las  estipulaciones,  infringiendo  con  ello  los 

art culos  16  letras  a),  e),  g),  17  y  23 de  la  Ley  de  Protecci n  a  losí ó  

Derechos de los Consumidores. 

TERCERO:  Que  el  demandante  sustenta  su  nulidad  en  tres 

errores de derecho, el primero de los cuales est  referido a la infracci ná ó  

del art culo 50 A en relaci n al art culo 17, ambos de la citada ley. í ó í

Respecto  de  este  cap tulo  del  recurso,  la  sentencia  recurridaí  

confirm  el fallo de primer grado que a prop sito de la contravenci nó ó ó  

denunciada relativa al tama o de la letra utilizada en los contratos, noñ  

emiti  pronunciamiento declar ndose incompetente para conocer de eseó á  

asunto, por estimar que todo lo que concierne al art culo 17 de la Ley Ní ° 

19.496 escapa a las materias que encomend  el legislador a los tribunalesó  

civiles, habida consideraci n que en lo referente a las acciones de inter só é  

difuso y colectivo,  el  art culo  50 circunscribe la  competencia  de  estosí  

ltimos a las infracciones derivadas de los art culos 16, 16 A y 16 B.ú í

CUARTO: Que la doctrina ha definido las acciones de inter sé  

difuso  como  aquellas  cuyos  titulares  son  personas  indeterminadas  o 

ligadas  entre  s  s lo  por  circunstancias  de  hecho  como,  por  ejemplo,í ó  

cuando  se  introducen  al  mercado  productos  inseguros  o  riesgosos  o 

cuando por una publicidad enga osa se induce al consumo de bienes queñ  

no  tienen las  cualidades  que  el  consumidor  espera  encontrar  en ellos 
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(Pfeffer Urquiaga Francisco, Tutela Jurisdiccional de los Derechos del“  

Consumidor , Gaceta Jur dica N  205, p g. 21).” í ° á

Los  intereses  difusos  dicen  relaci n,  entonces,  con  aquellos  queó  

detentan  un  grupo  de  individuos  indeterminados  y  ligados  por 

circunstancias  de  hecho,  concepto  que  es  recogido  por  la  Ley  de 

Protecci n de los Derechos de los Consumidores, que en su art culo 50ó í  

se ala  que  ñ “son  de  inter s  difuso  las  acciones  que  se  promueven  ené  

defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus  

derechos .”

QUINTO: Que el art culo 50 A de la ley en estudio, en su incisoí  

2 , dispone que los procedimientos de las causas en que est  involucrado° é  

el inter s colectivo o difuso de los consumidores ser n de competencia deé á  

los  tribunales  ordinarios,  y  si  bien  hace  referencia  a  las  infracciones 

establecidas en los art culos 16, 16 A y 16 B de la misma ley, no restringeí  

su competencia al conocimiento exclusivo de tales contravenciones.

En  efecto,  si  bien  la  Ley  N  19.496  contempl  diversos° ó  

procedimientos, trat ndose de las acciones deducidas en el inter s difusoá é  

de los consumidores el legislador consider  necesario que el conocimientoó  

de las mismas fuera entregado a los tribunales ordinarios, en atenci n aló  

bien jur dico comprometido y los efectos que en estos casos producen lasí  

sentencias. En consecuencia, el factor que determina la competencia no se 

circunscribe nicamente a una infracci n espec fica, pues lo relevante esú ó í  

dilucidar si la conducta que se reprocha afecta o no al inter s difuso oé  

colectivo de un grupo indeterminado de personas. Es por tal raz n que seó  

le  otorga al  Sernac,  entre otros,  la  facultad de presentar  este tipo de 

acciones ante la justicia ordinaria, recogiendo as  la necesidad de protegerí  

a un gran n mero de consumidores cuya identificaci n resulta engorrosa.ú ó

SEXTO: Que lo expuesto permite concluir que aun cuando la 

infracci n del art culo 17 de la Ley de Protecci n a los Derechos de losó í ó  
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Consumidores  no aparece  mencionada  en el  art culo  50 A,  la  acci ní ó  

deducida  basada  en  dicha  transgresi n  puede  ser  conocida  por  eló  

respectivo juzgado civil, en la medida que de la exposici n efectuada enó  

la demanda aparezca que aquella afecta al inter s difuso o colectivo deé  

los consumidores. 

El  referido  art culo  17  establece  que los  contratos  de  adhesi n,í ó  

“relativos  a  las  actividades  regidas  por  la  presente  ley  deber n  estará  

escritos de modo claramente legible, con un tama o de letra no inferior añ  

2,5 mil metrosí .  Con relaci n a ello el actor reclama que el ticket de” ó  

entrada  provisto  por  la  demandada,  adem s  de  contener  cl usulasá á  

abusivas,  no cumple con ese tama o, circunstancia que afectar a a losñ í  

consumidores y, por tal raz n,  solicita que se declare la abusividad yó  

nulidad de tales estipulaciones. 

La contravenci n que se alega se encuentra ligada con las dem só á  

denunciadas, que s  est n contempladas expresamente en el art culo 16 deí á í  

la Ley N  19.496, de manera que la acci n deducida es de aquellas cuya° ó  

competencia  se  entreg  a  los  tribunales  ordinarios,  tanto  m s  si  seó á  

considera  que  el  tama o  de  la  letra,  unido  al  contenido  de  algunasñ  

cl usulas,  puede  potencialmente  afectar  a  un  grupo indeterminado  deá  

personas.

S PTIMOÉ : Que por lo rese ado anteriormente no cabe m s queñ á  

concluir  que  los  jueces,  al  omitir  pronunciamiento  respecto  de  la 

infracci n  al  art culo  17  de  la  citada  ley  por  estimar  que  la  acci nó í ó  

deducida ser a de competencia exclusiva de los Juzgados de Polic a Local,í í  

vulneraron el art culo 50 A en relaci n con el mencionado art culo 17,í ó í  

infracci n que ha influido en lo dispositivo de la sentencia ya que de laó  

simple revisi n de los tickets de entrada se aprecia que el tama o de laó ñ  

letra es inferior al exigido por la ley y, en tal contexto, estando constatada 

la infracci n, la acci n debi  haberse acogido.ó ó ó
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OCTAVO: Que el segundo error de derecho que se denuncia en 

el  recurso  se  refiere  al  rechazo  de  la  nulidad  por  abusividad  de  las 

cl usulas 2  y 8  del contrato.á ° °

En relaci n a la primera, los sentenciadores se alaron que el tenoró ñ  

de  la  misma  no  es  autosuficiente  para  establecer  la  contravenci nó  

denunciada, pues se remite a las condiciones de venta, las que por s  solasí  

no  pueden  estimarse  abusivas.  Respecto  de  la  siguiente  cl usula,á  

consideraron que ella m s bien obedece a una norma contractual queá  

vela por la seguridad propia que debe existir en un evento masivo y que, 

bien entendida y aplicada, va en beneficio del p blico asistente, quedandoú  

siempre  a  salvo  el  derecho  a  que  un  mal  o  indebido  uso  de  la 

prerrogativa pueda ser denunciado por el afectado.

NOVENO: Que el  control acerca del car cter abusivo de unaá  

cl usula  surge  con  ocasi n  del  denominado  contrato  de  adhesi n,á ó ó  

entendido este como aquel acuerdo de voluntades por medio del cual uno 

de los contratantes, denominado predisponente, impone al otro, llamado 

adherente, el contenido del contrato sin posibilidad de discutirlo ni de 

modificarlo, contando nicamente con la facultad de decidir si contrata oú  

no  bajo  el  estatuto  ofrecido.   Quedan  tambi n  incluidas  en  estaé  

calificaci n aquellos contratos en que se permite al adherente introduciró  

alteraciones menores si por su escasa significaci n persiste la desigualdadó  

entre los contratantes.

La desigualdad en el poder negociador de las partes y las asimetr así  

informativas han llevado al desarrollo doctrinario y jurisprudencial de la 

teor a de las cl usulas abusivas, como un mecanismo destinado a que elí á  

contrato se mantenga como un instrumento jur dico para la armonizaci ní ó  

y realizaci n de los intereses de ambos contratantes, esto es, como unaó  

herramienta para velar por la indemnidad del equilibrio contractual.
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D CIMOÉ :  Que,  a diferencia  de otras  legislaciones,  en  nuestro 

ordenamiento jur dico no existe una definici n de cl usula abusiva y, ení ó á  

el caso de la Ley N  19.496, el legislador precisamente opt  en el art culo° ó í  

16 por establecer un cat logo de cl usulas que por su contenido estimaá á  

abusivas.  Sin  embargo,  en  la  letra  g)  de  dicho  precepto  incluy  unaó  

disposici n que puede considerarse m s bien abierta, en tanto prescribeó á  

que  no  producir n  efecto  alguno  en  los  contratos  de  adhesi n  lasá ó  

cl usulas o estipulaciones á “en contra de las exigencias de la buena fe,  

atendiendo para estos efectos a par metros objetivos, causen en perjuicioá  

del  consumidor,  un  desequilibrio  importante  en  los  derechos  y  

obligaciones  que  para  las  partes  se  deriven del  contrato .  A ade  que” ñ  

“para ello se atender  a la finalidad del contrato y a las disposicionesá  

especiales o generales que lo rigen . ”

Al  establecer  el  legislador  una  causal  gen rica  de  abuso,  laé  

constataci n  de la  misma qued  sujeta  principalmente  a  la  discreci nó ó ó  

judicial  y,  en  tal  contexto,  la  doctrina  ha  se alado  que  ñ “esta  regla 

requiere conjuntamente la vulneraci n a la buena fe y el desequilibrioó  

importante en las contraprestaciones, sin perjuicio que la existencia del  

desequilibrio pueda implicar una especie de presunci n de mala fe poró  

parte del predisponente (Revista de Derecho (Valdivia),  Vol.  26 N  1,°  

julio 3013,  El  control  de las  cl usulas  abusivas como instrumento de“ á  

intervenci n judicial en el contrato , Profesor Rodrigo Momberg Uribe). ó ”

Para determinar entonces el  car cter abusivo de una cl usula esá á  

necesario atender, de una parte, a la finalidad del contrato y, de otra, a 

las  disposiciones  generales  y  especiales  que  lo  rigen.  La  experiencia 

comparada muestra que existen otros criterios que prestan utilidad para 

determinar el car cter abusivo de una cl usula, por ejemplo, la fuerza deá á  

las posiciones negociales del proveedor y el consumidor, el hecho que el 

consumidor haya sido inducido por el proveedor a celebrar el contrato o 

que los bienes y servicios hayan sido provistos al consumidor por orden 
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de ste, la naturaleza de los bienes y servicios y las dem s cl usulas delé á á  

contrato o de otros contratos. En opini n del profesor I igo de la Mazaó ñ  

Gazmuri, la mejor lectura del art culo 16 g) es que el juez, adem s delí á  

contrato, puede incorporar en su an lisis otros criterios, como aquellosá  

antes rese ados (Revista Chilena de Derecho Privado, Vol. 3, a o 2004,ñ ñ  

El control de las cl usulas abusivas y la letra g) ).“ á ”

UND CIMOÉ : Que de acuerdo a lo expuesto es posible sostener 

que  las  cl usulas  contractuales  que  no  se  hayan  negociadoá  

individualmente  pueden  ser  consideradas  abusivas  si  causan,   en 

detrimento  del  consumidor,  un  desequilibrio  importante  entre  los 

derechos y obligaciones de las partes que derivan del contrato vulnerando 

las exigencias de la buena fe. Ella impone un deber de conducta que se 

refleja en la forma en que el proveedor dise a y presenta el contenido delñ  

contrato por adhesi n, de acuerdo a la naturaleza y finalidad del  mismo,ó  

de manera que las cl usulas no se alejen de la norma dispositiva o de losá  

usos frecuentes en el mercado. 

En  otras  palabras,  la  buena  fe  alude  a  conceptos  de  lealtad, 

honradez, fidelidad y rectitud, la que en materia negocial se “presenta 

como un modelo de conducta que las partes deben seguir durante toda la  

vida  del  negocio,  expandiendo  su  aplicaci n  incluso  a  las  etapasó  

preparatorias o preliminares del contrato y tambi n una vez concluidoé  

steé  (Cristi n  Boetsch  Gillet,  La  Buena  Fe  Contractual ,  Ediciones” á “ ”  

Universidad Cat lica de Chile, diciembre 2015, p gina 89).ó á

DUOD CIMOÉ :  Que,  en relaci n  al  equilibrio  contractual,  suó  

an lisis  debe  necesariamente  vincularse  con  la  noci n  de  contratoá ó  

oneroso.  El contrato tendr  dicho car cter cuando una de las partes haá á  

recibido o recibe, bajo la forma de una prestaci n inmediata (actual) o deó  

una promesa futura, una atribuci n patrimonial entendida como beneficioó  

o ventaja, como contrapartida del sacrificio que ella procura a la otra o a 

un tercero. 
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En  ese  contexto,  el  elemento  a  considerar  para  los  efectos  de 

determinar si  una cl usula contractual es abusiva no es m s que el poderá á  

que impone una voluntad unilateral a la contraparte que no se halla, de 

hecho, en estado de discutir y, por el contrario, se encuentra constre idañ  

a aceptar condiciones desventajosas.

De  este  modo,  la  parte  que  no  dispone  de  los  mismos 

conocimientos, informaciones y aptitudes que su contraparte no est  ená  

condiciones  de  apreciar  el  contenido  del  contrato  ni  el  alcance  del 

compromiso que se  presta  a  conformar.  Es a   ello  que debe el  juez 

atender  al  momento  de  verificar  el  contenido  abusivo   de  una 

determinada cl usula contractual.á

D CIMO TERCEROÉ : Que la cl usula segunda impugnada porá  

el SERNAC, publicada tanto en la p gina web de la demandada comoá  

en  el  ticket  de  las  entradas,  se ala:  ñ “Las  entradas  son  vendidas  por  

TICKETFACIL  (EMPRESA)   como  agente  o  en  nombre  del“ ”  

ORGANIZADOR . El mismo es el responsable del evento a realizarse,“ ”  

y las condiciones del mismo est n sujetas a las condiciones determinadas.á  

Antes de confirmar su compra, es importante que revise atentamente la  

selecci n  por  usted  realizada:  el  evento,  la  selecci n,  precio  de  lasó ó  

localidades,  ya  que  una  vez  que  la  compra  est  autorizada  no  seá  

aceptaran cambios, devoluci n, reintegro, ni cancelaci n de la mismaó ó . ”

Se objeta esta estipulaci n por supuesta infracci n a lo dispuesto enó ó  

el art culo 16, letra e) de la Ley N  19.496, argumentando que su tenorí °  

revelar a la intenci n del proveedor de no asumir responsabilidad frente aí ó  

eventuales incumplimientos o modificaciones sobrevinientes de  cualquier 

naturaleza, exponiendo al consumidor a una situaci n de indefensi n.ó ó

Sin embargo, de la lectura del texto antes transcrito resulta claro 

que la disposici n se refiere exclusivamente a las condiciones de la venta,ó  

en  cuanto  establece  que  antes  de  confirmar  la  compra  debe  el 
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consumidor revisar atentamente  la selecci n que haya realizado, pues losó  

errores  en  que  incurra  no  podr n  dar  lugar  a  cambios,  devoluci n,á ó  

reintegro o cancelaci n de la operaci n de  compra. Lo que aqu   seó ó í  

estipula  no  alcanza  a  posibles  suspensiones  del  espect culo  u  otrosá  

imprevistos,  situaciones  que  estaban  reguladas  en   otras  cl usulas  queá  

fueron  ya invalidadas en la sentencia que se revisa.      

 No se advierte, en consecuencia, la existencia del abuso que en 

este  cap tulo  se  denuncia,  desde  que   la  estipulaci n  en  an lisis   noí ó á  

establece una limitaci n absoluta de responsabilidad frente al consumidoró  

ni aten a las obligaciones del intermediario reguladas en el art culo 23 deú í  

la ley citada. No es tampoco  una cl usula que pueda atentar en contraá  

de  la  buena  fe  o  causar  un  detrimento  al  consumidor,  ni  afectar  el 

equilibrio de las partes en la medida que no se advierte un plano de 

desigualdad de conocimiento entre los contratantes. Por ende, en relaci nó  

a este ac pite, los jueces no han incurrido en el error de derecho que seá  

les atribuye.

D CIMO  CUARTOÉ : Que, a continuaci n, el demandante haó  

objetado la cl usula octava de los tickets de entrada, la que dispone: á “El 

portador de este boleto acepta ser revisado previo ingreso al recinto de la  

presentaci n,  si  ello  es  requerido,  para  evitar  su  acceso  con  bebidasó  

alcoh licas, botellas, latas, paraguas, bengalas o fuegos artificiales, drogas,ó  

armas, grabadoras, c maras de cualquier tipo, o cualquier otro art culoá í  

no autorizado, y est  consciente que ello puede ser una condici n para suá ó  

ingreso al recinto. Se podr  impedir el ingreso al portador de este boletoá  

al recinto de la presentaci n o, en su caso, podr  ser desalojado de dichoó á  

recinto,  si  portara  cualquiera  de  los  objetos  antes  indicados  o  si  su  

conducta es ofensiva o induzca al desorden; en cualquiera de estos casos,  

dicho tenedor no ser  reembolsado de cantidad algunaá . ”

Uno de los  reproches  que  el  recurrente  esgrime  para  atacar  la 

cl usula  reci n  transcrita  se  sustenta  en la  vulneraci n  de  la  garant aá é ó í  
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constitucional  del  art culo  19  n  4  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ó í  

Rep blica  en  relaci n  con  el  art culo  85  del  C digo  Procesal  Penal,ú ó í ó  

argumentando  que  sta  permitir a  a  terceros  efectuar  un  registro  alé í  

consumidor fuera de los m rgenes que la ley establece para el control deá  

identidad.

Nuestro  ordenamiento  jur dico  habilita  a  los  funcionarios  deí  

Carabineros  de Chile  y de la  Polic a  de Investigaciones de Chile,  siní  

orden de un Fiscal del Ministerio P blico, para pedir a una persona queú  

se  identifique si  estiman que existe  alg n  indicio  de que ella  hubiereú  

cometido o intentado cometer  un crimen, simple  delito  o falta  penal. 

Tambi n pueden solicitar la identificaci n si estiman que la persona seé ó  

dispone  a  cometer  un  crimen  delito  o  falta  o  que  pudiera  entregar 

informaciones tiles  para la  indagaci n de un crimen, simple  delito oú ó  

falta.  En  ese  contexto  la  polic a  est  habilitada  para  registrar  lasí á  

vestimentas,  el equipaje o el veh culo de la persona cuya identidad seí  

controla, como tambi n verificar si la persona tiene rdenes de detenci né ó ó  

pendientes.

D CIMO  QUINTOÉ : Que se reconoce en doctrina el derecho 

de  admisi n,  entendido  como  la   facultad  de  los  titulares  deó  

establecimientos  abiertos  al  p blico  y  de  los    organizadores  deú  

espect culos   o  actividades  recreativas  para  condicionar  el  acceso  yá  

permanencia  de  las  personas  al  recinto  respectivo  en  condiciones  de 

igualdad,  sin discriminaci n arbitraria,   sin afectar la dignidad de lasó  

personas  y   con  pleno  respeto  de  las  garant as  fundamentales.   Elí  

reconocimiento de este derecho se justifica  en cuanto el   empresario 

debe  desarrollar su actividad en condiciones  que brinden  seguridad a 

las personas,  evitando riegos que puedan  poner en peligro o causar 

da os o molestias a los asistentes, restringiendo ñ el ingreso de personas que 

porten armas,  bebidas alcoh licas,  drogas o elementos que pongan enó  

peligro a quienes se encuentren al interior del recinto.  A este prop sitoó  
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atiende  la Ley N  19.327 y su reglamento, que aunque no se refieren a°  

los espect culos p blicos en general, contienen una vasta regulaci n de losá ú ó  

derechos y deberes de los asistentes a los recintos deportivos y partidos de 

futbol  profesional,  as  como  de   las  obligaciones  de  las  entidadesí  

deportivas y de  los organizadores de esos eventos. 

Tal como se ha venido analizando, el criterio determinante para 

calificar  una cl usula de abusiva consiste en dilucidar si existe un inter sá é  

difuso  de  car cter  colectivo  que  pueda  legitimar  al  demandante  paraá  

impugnarla, si el contenido de la misma vulnera la buena fe y si en ella se 

advierte una desproporci n entre los derechos de las partes, ya que s loó ó  

en la medida que concurran los elementos antes rese ados ser  posibleñ á  

considerarla como abusiva.

Luego, se hace necesario dilucidar si las medidas adoptadas por el 

empresario  para  cumplir  con  su  deber  de   ofrecer  un  espect culoá  

evitando riesgos que puedan alterar su normal desarrollo o  poner en 

peligro  la  seguridad de los  asistentes,   provocan un  desequilibrio  en 

desmedro de los derechos individuales de los consumidores, quienes no 

pueden ser discriminados de manera arbitraria, ni sometidos a un registro 

propio de un control de identidad.

 D CIMO  SEXTOÉ :  Que  no se aprecia que a trav s  de laé  

cl usula 8  se permita un registro   a las personas, a sus vestimentas o  aá °  

su propio cuerpo,   desde que se trata de una estipulaci n que tiende aó  

impedir el  porte de determinados  elementos u objetos cuyo ingreso el 

organizador del evento restringe, por lo que como medida de control se 

dispone que el portador del boleto acceda a ser revisado, no registrado, 

como  aduce el recurrente.  Revisar, seg n define el diccionario de laú  

Real Academia Espa ola, consiste en  ñ “ver con atenci n y cuidadoó ,  de”  

manera que lo  que aqu  se  autoriza  no se  extiende al  registro  de laí  

persona ni sus  vestimentas, ni a hip tesis reguladas en el citado art culoó í  
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85, como tampoco se  permite que  ello sea realizado por personal que 

no re na las condiciones antes se aladas.ú ñ

No se  advierte,  por  ende,   que  exista  una afectaci n  al  inter só é  

general de los consumidores, toda vez que la finalidad que persigue la 

cl usula no es m s que disciplinar el acceso a un evento masivo con el finá á  

de  resguardar  la  seguridad  de  todos  los  asistentes,  determinando  que 

ciertos elementos, por su peligrosidad, no se encuentran permitidos.  Se 

intenta de este modo resguardar los intereses de un grupo indeterminado 

de personas, quienes desean asistir a un evento masivo en las mejores 

condiciones de seguridad y no ser v ctimas de actos que puedan atentarí  

en  contra de su vida o integridad f sica,  lo  que se  relaciona con elí  

derecho del organizador de un espect culo o actividad recreativa paraá  

determinar ciertas condiciones de acceso al establecimiento, derecho de 

admisi n que, como antes se dijo, ha sido  reconocido expresamente enó  

nuestra legislaci n  respecto de los encuentros de f tbol profesional paraó ú  

prevenir  los peligros que pueden presentarse  en un espect culo masivo yá  

que  pueden  generar  responsabilidad  para  quien  tiene  a  su  cargo  la 

organizaci n del evento. ó

Lo  expuesto  no  implica  desconocer  que  un  determinado 

consumidor eventualmente pueda estimar que sus intereses individuales se 

hayan visto afectados, lo que ocurrir a en el caso que intentara ingresar oí  

fuera sorprendido al interior del lugar portando alguno de los elementos 

ya descritos, pero ello no revela la existencia de un inter s social queé  

permita al Sernac impugnar dicha cl usula. En beneficio del consumidorá  

afectado quedan salvaguardadas las herramientas legales para perseguir 

las responsabilidades civiles o penales de quienes eventualmente puedan 

excederse en sus atribuciones o transgredir los m rgenes del art culo 85á í  

del C digo Procesal Penal.ó

Como  sea,  es  posible  advertir  que  el  registro  que  permite  la 

cl usula octava que se viene comentando en nada contraviene el art culoá í  
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85 del C digo Procesal Penal,  desde que ste se encuentra establecidoó é  

como  mecanismo  de  control  delictual  preventivo  en  el  mbito  de  laá  

protecci n de bienes jur dicos de car cter penal, y aqu lla, en cambio,ó í á é  

como herramienta destinada nicamente a salvaguardar las condicionesú  

generales de seguridad de un espect culo masivo.á

D CIMO S PTIMOÉ É : Que tampoco se aprecia una infracci n aó  

la buena fe,  entendida como un principio general  del  derecho que se 

estructura en torno a las ideas de fidelidad, creencia y confianza, el que 

se manifiesta de diversas formas en nuestro ordenamiento jur dico comoí  

un deber de comportamiento correcto y leal en los negocios.

A trav s de esta cl usula el prestador del servicio m s bien act aé á á ú  

diligentemente tomando aquellas medidas necesarias para que el evento 

se pueda realizar bajo ciertas condiciones de seguridad, fin que no s loó  

persigue dicho contratante,  dado que el asistente tambi n desea poderé  

disfrutar  de  un  espect culo  que  se  desarrolle  normalmente  y  que  noá  

ponga en riesgo su integridad f sica. í

Del  mismo modo,  en cuanto  al  desequilibrio  en los  derechos  y 

obligaciones que derivan del contrato, si se atiende a su  finalidad, esto 

es, la realizaci n y asistencia a un espect culo, la seguridad del mismoó á  

aparece como un elemento necesario para su adecuado desarrollo.  En 

efecto, si se piensa en lo que un consumidor promedio espera al momento 

de  adquirir  una  entrada,  adem s  de  asistir  al  evento,  conf a  que  suá í  

organizador haya tomado aquellas medidas necesarias para asegurar la 

vida  e  integridad  f sica  de  los  asistentes,  de  manera  que  hay  buenasí  

razones  para  estimar  que  la  cl usula  satisface  equilibradamente  losá  

intereses de ambas partes.

D CIMO  OCTAVOÉ :  Que  si  se  considera  entonces  que  el 

criterio determinante para calificar una cl usula como abusiva est  dadoá á  

por la desproporci n entre los derechos que se confieren al empresario yó  
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las  obligaciones  que  se  imponen  a los  consumidores  en  t rminos  queé  

afecten la equidad y el equilibrio entre las prestaciones en perjuicio de 

stos  ltimos,  no  se  aprecia  que  la  estipulaci n  relativa  a  ciertasé ú ó  

condiciones para el acceso a un local  o establecimiento p blico, en laú  

medida  que  persigue  el  resguardo  de  la  seguridad  de  los  asistentes, 

configure  una  cl usula  abusiva  que  cause  perjuicio  al  consumidor,  niá  

importe un trato discriminatorio o arbitrario que afecte sus derechos y 

libertades fundamentales. 

Luego, no cabe m s que concluir que, en relaci n a la cl usula 8 ,á ó á °  

los jueces no han incurrido en el error de derecho que se les atribuye.

D CIMO NOVENOÉ : Que a continuaci n corresponde analizaró  

el  ltimo  cap tulo  del  presente  arbitrio,  en  el  que  se  denuncia  laú í  

infracci n al art culo 24 en relaci n al 53 C de la Ley N  19.496, enó í ó °  

cuanto no se aplic  una multa por cada infracci n. ó ó

Al respecto los jueces del  fondo condenaron a la demandada al 

pago del m ximo de la multa establecida por el legislador, esto es, 50á  

U.T.M.,  atendida  la  cantidad  de  cl usulas  declaradas  nulas  porá  

considerarse  abusivas  y  el  potencial  n mero de personas  que  podr anú í  

haber resultado perjudicadas con dicha estipulaci n. Sin embargo, no seó  

dio lugar a la solicitud del demandante de aplicar la multa por cada una 

de las infracciones, por cuanto estimaron que ello implicar a sancionarí  

m s  de  una  vez  un  mismo  hecho,  á “lo  que  los  principios  jur dicosí  

sancionatorios repelen .”

VIG SIMOÉ : Que en relaci n a las multas que conforme a la leyó  

en estudio corresponde aplicar en aquellos casos en que se acrediten las 

infracciones denunciadas, conviene precisar que las facultades represivas 

del Estado no s lo se manifiestan en el mbito del Derecho Penal, desdeó á  

que  la  ley  en  comento procura conciliar  el  r gimen  de  econom a deé í  
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mercado  con  la  intervenci n  del  rgano  contralor,  estableciendo  unó ó  

marco regulatorio y sanciones en caso de infracciones.

Dicho  marco  regulatorio  consagra  las  llamadas  garant así  

econ micas y sociales de nuestra Carta Fundamental, en tanto recoge losó  

principios  de  libre  elecci n  de  bienes  y  servicios  para  consumir,  deó  

informaci n veraz y oportuna sobre los bienes y servicios disponibles en eló  

mercado,  de  trato  equitativo  y  no  discriminatorio,  y  de  reparaci nó  

adecuada y oportuna en caso de incumplimiento por un proveedor. 

VIG SIMO PRIMEROÉ : Que el art culo 24 de la ya citada leyí  

establece  que  “las  infracciones  a  lo  dispuesto  en  esta  ley  ser ná  

sancionadas con multa de hasta 50 unidades tributarias mensuales, si no  

tuvieren  se alada  una  sanci n  diferenteñ ó .  Para  su  determinaci n  el” ó  

legislador ha dispuesto que “el tribunal tendr  especialmente en cuenta laá  

cuant a de lo disputado, los par metros objetivos que definan el deber deí á  

profesionalidad  del  proveedor,  el  grado  de  asimetr a  de  informaci ní ó  

existente entre el infractor y la v ctima, el beneficio obtenido con motivoí  

de la infracci n, la gravedad del da o causado, el riesgo a que quedó ñ ó 

expuesta  la  v ctima  o  la  comunidad  y  la  situaci n  econ mica  delí ó ó  

infractor . ”

As , el legislador le otorga al juez una potestad sancionadora, queí  

no es m s que una manifestaci n del ius puniendi estatal  y que debeá ó  

aplicarse  entonces  bajo  los  principios  que la  inspiran.  Por ende,  si  se 

considera que -como sucede en este caso- cada infracci n dice relaci nó ó  

con un mismo e id ntico bien jur dico protegido, en la medida que la Leyé í  

N  19.496 no excluye la posibilidad de acumular los hechos denunciados,°  

no hay raz n alguna para no hacer efectiva la facultad de imponer unaó  

pena nica a la totalidad de las infracciones. ú

Por estas reflexiones y visto lo dispuesto en los art culos 764, 765,í  

767, 771 y 785 del C digo de Enjuiciamiento Civil, ó se  acoge el recurso 
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de  casaci n  en  el  fondo  deducido  por  el  abogado  Rodrigo  Mart nezó í  

Alarc n, en representaci n del Servicio Nacional del Consumidor, en loó ó  

principal de la presentaci n de fojas 631, contra la sentencia de seis deó  

septiembre del a o dos mil diecis is, escrita a fojas 628, la que se invalidañ é  

y se reemplaza por la que se dicta acto continuo, sin nueva vista, pero 

separadamente.

Reg strese.í

Redacci n a cargo de la Ministra se ora Rosa Mar a Maggi D.ó ñ í

Rol N 79.123-2016.-°

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema, por los Ministros 

Sr. H ctor Carre o S., Sra. Rosa Mar a Maggi D., Sr. Arturo Prado P.é ñ í  

y Abogados Integrantes Sres. Daniel Pe ailillo A. y Juan Figueroa V.ñ

No  firman  los  Abogados  Integrantes  Sres.  Pe ailillo  y  Figueroa,  noñ  

obstante haber concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo, por 

estar ambos ausentes.
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Autoriza el Ministro de Fe de la Excma. Corte Suprema

En Santiago, a siete de marzo de dos mil dieciocho, notifiqué en Secretaría
por el Estado Diario la resolución precedente.
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